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QUE REFORMA EL ARTICULO 71 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE INICIATIVA CIUDADANA, A CARGO DE LA DIPUTADA TATIANA CLOUTHIER CARRILLO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

Tatiana Clouthier Carrillo, diputada federal de la LIX Legislatura del H. Congreso de la Unión e integrante del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, en ejercicio de la facultad que le otorgan los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de la fracción II del artículo 55 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta honorable Asamblea el presente proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme a la siguiente 

Exposición de Motivos 

El derecho para iniciar leyes ha estado reglamentado en nuestro país desde nuestra primera constitución como país independiente, siendo ésta, la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos sancionada por el Congreso General Constituyente el 4 de octubre de 1824. Señalamos que anteriormente el Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana promulgada en Apatzingán en 1814 ya esbozaba en su artículo 123 un procedimiento simple para presentar proyectos de ley. 

Aún y cuando durante los 88 años de vigencia de nuestra Constitución ésta ha sufrido innumerables cambios, el artículo 71 constitucional donde se reglamenta el derecho de iniciar leyes o decretos ha permanecido inmutable. Consideramos necesario adecuar este precepto constitucional a las necesidades del régimen democrático y participativo que hoy vivimos y que la sociedad exige y demanda. 

Es momento de plasmar en nuestra Constitución los mecanismos necesarios para garantizar una democracia participativa donde a las y los ciudadanos se les dé la facultad de tener un papel más activo en la construcción del marco jurídico que rige en nuestro país. Uno de estos mecanismos es la iniciativa popular o ciudadana de leyes. Desde la perspectiva histórica del sistema constitucional mexicano, al ciudadano nunca se le ha otorgado el derecho de presentar iniciativas de ley directamente ante el Congreso. La única referencia a este derecho respecto de la ciudadanía en un texto constitucional la encontramos en las Leyes Constitucionales de la República Mexicana de 1836; sin embargo; aún en este texto el derecho no era pleno toda vez que era necesaria la intervención de algún diputado o diputada que hiciera suyo el proyecto o de un ayuntamiento que junto con las juntas departamentales vigentes en esos tiempos lo calificara de útil. 

El texto constitucional vigente no prevé a la ciudadanía como poseedora del derecho de iniciar leyes. El Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, indica en su artículo 61 que "Toda petición de particulares, corporaciones o autoridades que no tengan derecho de iniciativa, se mandará pasar directamente por el C. Presidente de la Cámara a la comisión que corresponda, según la naturaleza del asunto de que se trate. Las comisiones dictaminarán si son de tomarse o no en consideración estas peticiones". Sin embrago, este artículo se encuentra vinculado a la garantía constitucional del derecho de petición contenido en el artículo 8 de nuestra Constitución ligado al artículo 35, fracción V, del mismo ordenamiento. 

Consideramos necesario elevar a rango constitucional el derecho de los ciudadanos a presentar iniciativas de ley. Nuestra obligación como representantes de la ciudadanía es buscar continuamente la creación de espacios para la expresión ciudadana individual o colectiva a través de los organismos de la sociedad civil organizada. Este es un paso necesario dentro del camino de la democracia participativa que la sociedad desea que las y los legisladores tomemos. 

Consideramos importante hacer referencia al marco constitucional de las 22 entidades federativas de nuestro país y del Distrito Federal en donde se otorga el derecho de iniciar leyes o decretos por parte de las y los ciudadanos. Consideramos que esta reforma permitirá que nuestro marco constitucional federal otorgue un derecho político fundamental a los ciudadanos de la República que ya se tiene en diversos estados. 

El siguiente cuadro comparativo de los artículos constitucionales que hacen referencia a este derecho en estas entidades federativas y en el Distrito Federal nos permitirá ver como esta reglamentado este derecho. 

Baja California 

Artículo 28.- La iniciativa de las leyes y decretos corresponde: 

I.- A los diputados; 
II.- Al gobernador; 

III.- Al Tribunal Superior en asuntos relacionados con la organización y funcionamiento de la administración de Justicia, así como al Tribunal de Justicia Electoral en asuntos inherentes a la materia electoral; 

IV.- A los ayuntamientos; 
V.- Al Instituto Estatal Electoral, exclusivamente en materia electoral; y 
VI.- A los ciudadanos residentes en el estado, en los términos que establezca la ley.

Baja California Sur 

Artículo 57.- El derecho de iniciar, reformar y adicionar leyes o decretos compete: 

I.- Al gobernador del estado. 
II.- A los diputados al Congreso del estado. 
III.- A los ayuntamientos. 

IV.- Al Tribunal Superior de Justicia en su ramo; y 

V.- A los ciudadanos del estado registrados en la lista nominal de electores, cuyo número represente cuando menos el 0.5% del total de dicho registro, mediante escrito presentado en los términos y con las formalidades que exija la ley de la materia y la Ley Reglamentaria del Poder Legislativo del Estado de Baja California Sur. Así como por conducto del diputado de su distrito.

Coahuila 

Artículo 59. El derecho de iniciar leyes o decretos compete: 

I. A los diputados. 
II. Al gobernador del estado. 
III. Al Tribunal Superior, en materia de administración de justicia y codificación. 

IV. A los ayuntamientos del estado, en todo lo concerniente a su competencia municipal. En este caso, la iniciativa se presentará por conducto del presidente municipal, previo acuerdo de la mayoría de los miembros presentes de los ayuntamientos. 

V. Al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, en todo lo concerniente a su competencia. En este caso, la iniciativa se presentará por conducto del consejero presidente, previo acuerdo del Consejo General. 

VI. A los ciudadanos electores coahuilenses, en los términos que establezca la ley.

Colima 

Artículo 37.- El derecho de iniciar leyes corresponde: 

I.- A los diputados. 
II.- Al gobernador. 
III.- Al Supremo Tribunal de Justicia en asuntos del ramo de justicia. 

IV.- A los ayuntamientos en lo que se relaciona con asuntos de la administración municipal; y 

V.- A los ciudadanos colimenses debidamente identificados, mediante iniciativa popular presentada en forma, suscrita por un número que sea cuando menos el 4% de los inscritos en el listado nominal de electores. Las iniciativas presentadas conforme a esta fracción, deberán ser dictaminadas en el siguiente periodo ordinario de sesiones a aquel en que se reciba. Esta facultad será reglamentada en los términos de la ley respectiva.

Chiapas 

Artículo 27.- El derecho de iniciar leyes o decretos compete: 

I. Al gobernador del estado; 
II. A los diputados; 

III. Al Supremo Tribunal de Justicia del estado en materia de su ramo; y 
IV. A los ayuntamientos en asuntos municipales. 

V. A los ciudadanos del estado, en los términos que disponga la ley, la cual establecerá los requisitos, alcances, términos y procedimientos para su ejercicio. 

Las iniciativas presentadas por el gobernador, por el Supremo Tribunal de Justicia del estado y por los ayuntamientos pasarán desde luego a comisión; las que presenten los diputados se sujetarán a los trámites que determine el reglamento interno del Congreso.

Distrito Federal 

Artículo 46.- 

El derecho de iniciar leyes y decretos ante la Asamblea Legislativa del Distrito Federal corresponde: 

I. A los diputados de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal; 
II. Derogada; 
III. Al jefe de Gobierno del Distrito Federal. 

La facultad de iniciativa respecto de la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos corresponde exclusivamente al jefe de Gobierno del Distrito Federal; y 

IV. A través de la iniciativa popular, los ciudadanos del Distrito Federal podrán presentar a la Asamblea Legislativa, proyectos de leyes respecto de las materias de la competencia legislativa de la misma, de conformidad con las siguientes bases: 

  
a) No podrán ser objeto de iniciativa popular las siguientes materias: 

1. Tributaria o fiscal así como de Egresos del Distrito Federal; 
2. Régimen interno de la Administración Pública del Distrito Federal; 
3. Regulación interna de la Asamblea Legislativa y de su Contaduría Mayor de Hacienda; 
4. Regulación interna de los tribunales de justicia del fuero común del Distrito Federal; y 
5. Las demás que determinen las leyes.


b) Una comisión especial integrada por miembros de las comisiones competentes en la materia de la propuesta, verificará el cumplimiento de los requisitos que la ley respectiva establezca, en caso contrario desechará de plano la iniciativa presentada. 

c) No se admitirá iniciativa popular alguna que haya sido declarada improcedente o rechazada por la Asamblea Legislativa.

Guanajuato 

Artículo 56.- El derecho de iniciar leyes o decretos, compete: 

I.- Al gobernador del estado; 
II.- A los diputados al Congreso del estado; 

III.- Al Supremo Tribunal de Justicia en el ramo de sus atribuciones; y, 
IV.- A los ayuntamientos o concejos municipales. 

V.- A los ciudadanos que representen cuando menos el tres por ciento de los inscritos en la lista nominal de electores correspondientes a la entidad y reúnan los requisitos previstos en la Ley. Cuando la iniciativa incida en la competencia municipal, el Congreso recabará la opinión de los ayuntamientos durante el proceso legislativo, en los términos de la ley respectiva.

Hidalgo 

Artículo 47.- El derecho de iniciar las leyes y decretos, corresponde: 

I.- Al gobernador del estado; 
II.- A los diputados; 
III.- Al Tribunal Superior de Justicia en su ramo; 

IV.- A los ayuntamientos; y 
V.- Al procurador general de Justicia del estado en su ramo. 

VI.- A los ciudadanos del estado y personas morales domiciliadas en la entidad, por conducto de los ayuntamientos o de los diputados de sus respectivos distritos electorales.

Jalisco 

Artículo 28.- La facultad de presentar iniciativas de leyes y decretos, corresponde: 

I. A los diputados. Es obligación de cada diputado formular y presentar al menos una iniciativa de ley dentro del tiempo que dure su ejercicio; 
II. Al gobernador del estado; 
III. Al Supremo Tribunal, en asuntos del ramo de justicia; 

IV. A los ayuntamientos, en asuntos de competencia municipal; y 

V. A los ciudadanos inscritos en el Registro Nacional de Ciudadanos correspondiente al estado, cuyo número represente cuando menos el .5 por ciento del total de dicho registro, mediante escrito presentado en los términos y con las formalidades que exija la ley de la materia. 

Las iniciativas presentadas conforme a esta fracción, deberán ser dictaminadas dentro del término de dos meses, contados a partir del día en que hubieren sido turnadas por el pleno a la comisión correspondiente.

México 

Artículo 51.- El derecho de iniciar leyes y decretos corresponde: 

I. Al gobernador del estado; 
II. A los diputados; 

III. Al Tribunal Superior de Justicia en todo lo relacionado con la organización y funcionamiento de la administración de justicia; 

IV. A los ayuntamientos en los asuntos que incumben a los municipios, y en general, tratándose de la administración pública y gobierno municipales en cualquier materia referente a sus facultades y a las concurrentes con los demás ámbitos de gobierno; 

V. A los ciudadanos del estado, en todo los ramos de la administración.

Michoacán 

Artículo 36.- El derecho de iniciar leyes corresponde: 

I.- Al gobernador del estado; 
II.- A los diputados; 
III.- Al Supremo Tribunal de Justicia; 

IV.- A los ayuntamientos; y 

V.- A los ciudadanos michoacanos, de conformidad con los procedimientos y formalidades que establezca la ley de la materia. No podrán ser objeto de iniciativa popular la materia tributaria o fiscal, de Egresos y la regulación interna de los órganos del estado. 

Las iniciativas presentadas por el gobernador del estado o por el Supremo Tribunal de Justicia pasarán desde luego a comisión. Las que presentaren los diputados, ayuntamientos o los ciudadanos, se sujetarán a los trámites que señale el reglamento.

Morelos 

Artículo 42.- El derecho de iniciar leyes y decretos corresponde: 

I.- Al gobernador del estado; 
II.- A los diputados al Congreso del mismo; 
III.- Al Tribunal Superior de Justicia, en asuntos relacionados con la organización y funcionamiento de la administración de justicia; 

IV.- A los ayuntamientos. 
V.- A los ciudadanos morelenses de conformidad con el artículo 19 bis de esta constitución. 

19 Bis.- (parte conducente) III.- La iniciativa popular es el medio por el cual, los ciudadanos del estado de Morelos podrán presentar al Congreso del estado, al titular del Poder Ejecutivo o a los ayuntamientos; en el primer caso, proyectos de modificación a la Constitución Política del estado en los casos establecidos en este artículo, así como de leyes o decretos para la creación, reforma, adición, derogación o abrogación de disposiciones normativas en el ámbito estatal; en los dos últimos casos, para la presentación de proyectos que creen, reformen, adicionen, deroguen o abroguen decretos, acuerdos, reglamentos y demás disposiciones gubernativas en las materias de su respectiva competencia. En todos los casos la autoridad ante la que se promueva la iniciativa popular, estará obligada invariablemente a dar respuesta a los solicitantes, en un plazo no mayor de sesenta días hábiles, contados a partir de la recepción de la iniciativa. La iniciativa popular deberá ser suscrita por al menos el tres por ciento de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral del estado o el diez por ciento del padrón electoral que corresponda al municipio, según sea el caso. No podrán ser objeto de iniciativa popular las materias señaladas por esta Constitución para el caso de improcedencia del referéndum.

Nuevo León 

Artículo 68.- Tiene la iniciativa de ley todo diputado, autoridad pública en el estado y cualquier ciudadano nuevoleonés. 

Oaxaca 

Artículo 50.- El derecho de iniciar las leyes corresponde: 

I.- A los diputados; 
II.- Al gobernador del estado; 
III.- Al Tribunal Superior de Justicia en todo lo relativo a la administración de justicia y orgánico judicial; 

IV.- A los ayuntamientos en los asuntos que incumben a los municipios, por lo que se refiere a sus respectivas localidades; y 
V.- A todos los ciudadanos del estado.

Puebla 

Artículo.- La facultad de iniciar leyes y decretos corresponde: 

I.- Al gobernador del estado. 
II.- A los diputados. 

III.- Al Tribunal Superior de Justicia, en lo relacionado con la administración de justicia. 
IV.- A los ayuntamientos en lo relativo a la administración municipal. 

V.- A los ciudadanos de la entidad, debidamente identificados y cuyo número sea cuando menos el dos punto cinco por ciento de los inscritos en el Registro Federal de Electores, quienes en términos de la ley aplicable, podrán presentar al Congreso del estado, proyectos de leyes respecto a las materias de competencia legislativa del mismo. No podrán ser objeto de iniciativa popular las siguientes materias: 

a) Tributaria o fiscal así como de egresos del estado; Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla. 
b) Régimen interno de los poderes del estado; y 
c) Las demás que determinen las leyes.

Querétaro 

Artículo 33.- La iniciativa de leyes o decretos corresponde: 

I.- Al gobernador del estado; 
II.- A los diputados; 

III.- Al Tribunal Superior de Justicia en materia judicial; 
IV.- A los ayuntamientos en asuntos del ramo municipal; 

V.- Al Consejo General del Instituto Electoral de Querétaro en materia electoral; y 
VI.- A los ciudadanos en los términos previstos en la ley.

Quintana Roo 

Artículo 68.- El derecho de iniciar leyes y decretos compete: 

I. Al gobernador del estado. 
II. A los diputados de la Legislatura. 
III. A los ayuntamientos. 

IV. A los ciudadanos quintanarroenses, en los términos que señale la ley respectiva, y 

V. Al Tribunal Superior de Justicia del Estado, en materia de legislación civil, penal, familiar, procesal de estas materias y en la legislación relativa a la organización y administración de justicia.

San Luis Potosí 

Artículo 61.- El derecho de iniciar leyes corresponde a los diputados, al gobernador, al Supremo Tribunal de Justicia, y a los ayuntamientos, así como a los ciudadanos del estado. 

Sinaloa 

Artículo 45. El derecho de iniciar leyes y decretos o sus reformas compete: 

I. A los miembros del Congreso del estado; 
II. Al gobernador del estado; 

III. Al Supremo Tribunal de Justicia del estado; 
IV. A los ayuntamientos del estado; 

V. A los ciudadanos sinaloenses; 
VI. A los grupos legalmente organizados en el estado. 

La Ley Orgánica del Congreso especificará los trámites que tenga cada una de esas iniciativas.

Sonora 

Artículo 53.- El derecho de iniciar leyes compete: 

I. Al Ejecutivo del estado. 
II. Al Supremo Tribunal de Justicia. 

III. A los diputados al Congreso de Sonora. 
IV. A los ayuntamientos del estado. 

V. A los ciudadanos que representen el 1% del total inscrito en el padrón estatal conforme a los términos que establezca la ley.

Tabasco 

Artículo 33.- El derecho de iniciar las leyes o decretos corresponde: 

I.- Al gobernador del estado; 
II.- A los diputados; 

III. Al Poder Judicial del estado, por conducto del Tribunal Superior de Justicia, en asuntos de su ramo; 

IV. A los ayuntamientos en asuntos del ramo municipal; y 
V. A los ciudadanos del estado, mediante iniciativa popular.

Tlaxcala 

Artículo 46. La facultad de iniciar leyes y decretos corresponde: 

I. A los diputados; 
II. Al gobernador; 

III. Al Tribunal Superior de Justicia, en asuntos del ramo; 
IV. A los ayuntamientos en lo relativo al gobierno municipal; 

V. A las personas residentes en el estado en los términos que establezca la ley; y 
VI. A los titulares de los órganos públicos autónomos, en asuntos de su ramo. 

Todo proyecto de ley o decreto, así como los asuntos en que deba recaer resolución del Congreso, se tramitarán conforme a lo establecido en su ley orgánica y disposiciones reglamentarias.

Zacatecas 

Artículo 60. Compete el derecho de iniciar leyes y decretos: 

I. A los diputados a la Legislatura del estado; 
II. Al gobernador del estado; 

III. Al Tribunal Superior de Justicia del estado; 
IV. A los ayuntamientos municipales; 
V. A los representantes del estado ante el Congreso de la Unión; 

VI. A los ciudadanos zacatecanos radicados en el estado; y 
VII. A la Comisión Estatal de Derechos Humanos, en el ámbito de su competencia. 

Por lo anterior, consideramos que hoy en día contamos con una sociedad madura que busca los mecanismos para expresar su voluntad, sin intermediaciones innecesarias y el derecho a iniciar leyes es uno de ellos.1 

A mayor abundamiento señalamos que precisamente esta iniciativa es el resultado de una inquietud de un grupo de ciudadanos y ciudadanas que buscaron en el grupo parlamentario de Acción Nacional el medio idóneo para plantear esta iniciativa ante este Congreso. Nuestro Partido al convertirse en el cauce de esta reforma constitucional refrenda una vez más su compromiso histórico con la ciudadanía de ser portavoz de las acciones que permitan una participación más activa de las y los mexicanos en la construcción y crecimiento de nuestro país.

Proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo Único. Se adiciona un párrafo al artículo 71 y se modifica el último párrafo del mismo artículo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar de la siguiente forma: 

Artículo 71°. ... 

I. a III. ...

Las y los ciudadanos de la República tendrán el derecho de iniciar leyes. 

Las iniciativas presentadas por el Presidente de la República, por las Legislaturas de los estados o por las diputaciones de los mismos, pasarán desde luego a comisión. Las que presentaren los diputados o los senadores o las y los ciudadanos, se sujetarán a los trámites que designe el reglamento de debates. 

Transitorios 

Primero. Este decreto entrará en vigor, al día siguiente de su publicación en el Diario oficial de la Federación. 

Segundo.- El Congreso de la Unión deberá adecuar a lo dispuesto en el presente decreto de reforma constitucional, al Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, en el plazo seis meses contados a partir de que entre en vigor. 

Nota: 
1 Nuestra propuesta es otorgarles a las y los ciudadanos el derecho de iniciar leyes. Y aquí cabe hacer una distinción fundamental entre el concepto teórico-jurídico de ley y decreto. Mientras que una ley es una norma jurídica obligatoria, general y abstracta, un decreto regula situaciones jurídicas de una manera concreta y particular. Esta distinción es fundamental hacerla ya que implica importantes diferencias en el desarrollo de la función legislativa. El expedir decretos legislativos por parte de cada una de las Cámaras que componen el Congreso debe permanecer una facultad exclusiva de las mismas todas que estos versan sobre cuestiones de procedimiento o administrativas las cuales se encuentran delimitadas en los artículos 74 y 76 de nuestra Constitución para la Cámara de Diputados y el Senado, respectivamente. Consideramos que la naturaleza misma de las facultades contenidas en ambos artículos obligan a que estas quedan constreñidas a iniciativa de las Cámaras exclusivamente. Por lo anterior, en la propuesta hemos distinguido entre la facultad de iniciar leyes o decretos respecto a los ciudadanos proponiendo el derecho de iniciar únicamente leyes. 

Dip. Tatiana Clouthier Carrillo (rúbrica) 
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